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Presentación

El año 2020 es, sin duda, un año histórico no sólo para Guatemala sino para 
el mundo. Es en el contexto de una pandemia global, un nuevo gobierno y 
un Estado de Derecho “en jaque” que la Red de Defensores de Derechos 
Laborales registró y acompañó casos de violencia antisindical. La crisis 

por Covid-19 obligó a superar obstáculos para documentar y analizar las formas 
diferentes y complejas que empleadores han utilizado para entorpecerla libertad 
sindical y la defensa de los derechos laborales de las y los trabajadores. 

Este informe busca presentar las principales reflexiones y conclusiones que 
surgieron del análisis de las situaciones a las que se enfrentaron las personas 
defensoras de derechos laborales. En un primer momento, se resume el contexto 
social, político, y económico para enmarcar el análisis no sólo en la coyuntura 
de la pandemia, sino dentro de un modelo político y económico en crisis. En 
una segunda parte se comparte el registro de casos de violencia antisindical 
reportados a la REDLG durante el año y se profundiza en el análisis de dos casos 
emblemáticos. Por último, se discute someramente el papel de las instituciones 
del Estado en el abordaje de la violencia antisindical.

Este informe invita a reflexionar acerca de una plataforma institucional débil sobre 
la cual se apoya el derecho de sindicalización y el derecho a defender derechos, 
sobre todo derechos laborales. El análisis de los casos ha permitido conocer 
más sobre las tácticas de desgaste que se utilizan en contra de sindicalistas y 
defensores de derechos laborales y lo complejo que puede ser documentarlo 
como violencia. Estos registros permiten visibilizar la problemática de la 
violencia antisindical desde la perspectiva de la víctima, pero se hace énfasis en 
la necesidad de considerar el impacto que tiene en lo colectivo.

Red de Defensores de Derechos Laborales de Guatemala - REDLG  05



Foto: Agencia EFE, El Diario.es, septiembre 2020



Red de Defensores de Derechos Laborales de Guatemala - REDLG  07

Al igual que el resto del mundo, Guatemala 
fue sacudida social y económicamente a 
raíz de la pan-demia del Covid-19. El 15 

de marzo de 2020, en cadena nacional de radio 
y televisión, el recién nombrado presidente de 
la República Alejandro Eduardo Giammattei,1 
decretó cuarentena nacional, que dio paso 
a un contexto que fue caracterizándose, 
entre otras cosas, por los nuevos procesos 
de endeudamiento y las críticas al estado de 
excepción. 

La pandemia marcó una coyuntura que puso 
en evidencia la gravedad de los problemas 
estructurales que enfrenta el Estado guate-
malteco, además de exacerbar (aún más) la 
precariedad económica en la que está sumida 
la mayor parte de la población, y visibilizar 
la corrupción que identifica gran parte de las 
instituciones estatales.

Al respecto, el Índice de Percepción de la 
Corrupción, calculado y divulgado año a año 
por la organización Transparencia Interna-
cional, posiciona a Guatemala con un índice 
de 25 puntos, que lo posiciona en el lugar 
número 149 (de 180) en el ranking de países 
con mayor percepción de corrupción.2

De acuerdo a estimaciones de la Comisión 
Económica para América Latina (CEPAL), 
de la Organización de las Naciones Unidas 
(ONU), la pobreza en 2020 creció en un 3%, 
alcanzando la cifra de 51.6%, en tanto la po-
breza extrema aumentó en 2.9%, para un total 
de 22.9%. Si bien, la economía guatemalteca 

1| Fue juramentado el 14 de enero de 2020
2| AFP. (28 de enero de 2021). Guatemala es uno de los países que más 
han caído en percepción de corrupción y se ubica en el puesto 149, 
según TI. Prensa Libre.

CONTEXTO 
Acerca de la Pandemia COVID-19

fue una de las menos afectadas de la región, 
las proyecciones vaticinan un deterioro en la 
desigualdad en los ingresos, que aumentará 
entre un 1 y 1.9 unidades porcentuales (me-
dida por el Índice de Gini), lo que amplia aún 
más la brecha económica entre los que tienen 
más y los que tienen menos.3

En lo que refiere a las exportaciones, el informe 
“Monitor de Comercio de Centroamérica”, 
elaborado por el Centro de Estudios para la 
Integración Económica (CEIE),4 señala que 
Centroamérica registró durante el segundo tri-
mestre de 2020, exportaciones totales de USD 
15,982, lo que representa un decrecimiento 
del 1.5% respecto al año 2019. Se debe men-
cionar que, del total de las exportaciones de 
la región, el 35% provienen de Guatemala, se-
guido de Costa Rica y El Salvador con 23% en 
ambos casos.5 

Al respecto, de acuerdo con datos oficiales, 
las exportaciones nacionales crecieron en un 
3% en comparación con el año 2019. Si bien, 
algunos de los principales bienes y servicios de 
exportación se vieron afectados, en términos 
generales no representó una variación signifi-
cativa, sin embargo, esta situación fue utilizada 
para justificar medidas que derivaron en viola-
ciones a los derechos de los trabajadores.
Ejemplo de ello son algunos de los trabajadores 
de los sectores agroindustria, maquila y call 
center, quienes fueron objeto de una serie de 
3|Icefi. (2021). Perfiles macrofiscales de centroamérica – Guatemala 
2020. Guatemala: Icefi.	
4| El CEIE forma parte de la Secretaría de Integración Económica 
Centroamericana (SIECA), una instancia especializada del Sistema de la 
Integración Centroamericana (SICA).	
5| Sistema de la Integración Centroamericana. (14 de Diciembre de 
2020). SICA: Exportaciones en Centroamérica sufren baja del 1.5% en 
segundo trimestre de 2020 a causa de la COVID 19. Obtenido de Sica.
int.
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arbitrariedades e ilegalidades de parte de las 
patronales, sufriendo despidos (sin el pago 
de su indemnización, ni las prestaciones 
irrenunciables) y/o suspensiones indefinidas 
sin goce de salario; a otros se les rebajó 
el salario, y a un grueso se les recontrató, 
cambiando a “contrato por servicios profe-
sionales” que no contempla el pago de ninguna 
prestación social,  séptimo día, seguro social, 
indemnización, vacaciones y demás derechos 
salariales.

En primera instancia, y a raíz de la imposición 
de la cuarentena, algunas de las actividades 
consideradas no esenciales fueron suspendidas 
parcial o totalmente, mientras que la producción 
y distribución de alimentos, telecomunicaciones 
o servicios de salud se mantuvieron en pleno 
funcionamiento, puesto que son consideradas 
de carácter esencial.Sin embargo, al siguiente 
día se hicieron excepciones a estas restricciones.

El presidente Giammattei a través de las 
“Disposiciones presidenciales en caso de 
calamidad pública y órdenes para el estricto 
cumplimiento” publicado en el diario oficial 
guatemalteco, otorgó la responsabilidad 
al Ministerio de Economía de “autorizar la 
operación de una empresa o en su defecto, 
acordar el mecanismo de suspensión de sus 
operaciones, especialmente en lo referente a 
los sectores maquilador y manufacturero […]”.

Después de una semana de cuarentena, el 
Ministerio de Economía extendió más de 
7000 permisos para operar, pero, estableció 
que el Ministerio de Trabajo (MINTRAB) 
permanecería cerrado, por lo que se habilitó 
una línea telefónica para denunciar temas 
relacionados con la pandemia; sin embargo, 
colapsó el primer día, por lo que se estableció 
un formulario que se mantiene disponible en 
el sitio web del Ministerio. Al 11 de noviembre 
de 2020, se recibieron 13,121 denuncias. 
Todos los procesos abiertos desde antes de la 
pandemia quedaron suspendidos.

Es importante considerar que el titular del 
Ministerio de Economía es el señor Antonio 
Malouf, quien además de ser expresidente del 
Comité Coordinador de Asociaciones Agrícolas, 
Comerciales, Industriales y Financieras (CACIF), es 

reconocido por su carrera en el sector de maquila 
textil.

A raíz de la publicación del Acuerdo Ministerial 
140-2020, el MINTRAB dio paso al uso de 
un sistema electrónico exprés, que facilitó la 
suspensión de cientos de miles de contratos 
de trabajo. Con esas facilidades, el Ministerio 
recibió solicitudes de suspensión de 22,803 
empresas, correspondientes a 218,662 traba-
jadores, no obstante, solamente autorizó la 
suspensión de 191,663 contratos de trabajo.

En consonancia, el Congreso Nacional 
aprobó la creación del Fondo de Protección 
del Empleo, consistente en 2 mil millones de 
quetzales para favorecer a los trabajadores, a 
razón de la extensión de un bono que equivale 
a Q75.00 diarios, por tres meses, que fueran 
suspendidos, siguiendo los procedimientos 
del MINTRAB. Finalmente, las autoridades 
reportaron que al final, más de 188,139 traba-
jadores fueron beneficiados con el bono. 

En relación al efecto de la pandemia en los 
empleos formales, “hasta agosto de 2020, el 
Instituto Guatemalteco de Seguridad Social 
(IGSS) registró una baja en el número de 
afiliados provenientes del sector privado en 
126 mil 850 personas, respecto a los que se 
reportaron a enero”.6

A pesar de que no existe información precisa 
sobre el efecto de la pandemia en la economía 
informal (que emplea a más del 70% de la 
Población Económicamente Activa, PEA7), se 
puede asegurar que los efectos fueron funestos 
para los trabajadores, que en su mayoría son 
mujeres, jóvenes y población indígena. En el 
marco de la emergencia, se aprobó extender 
el Bono de Apoyo a la Economía Informal, que 
habría de otorgar Q1,000.00 a cada trabajador 
inscrito por las Municipalidades. El Gobierno 
informó que el bono fue extendido a 113,183 
trabajadores, lo que representa apenas el 
2.4% de los trabajadores del sector.8 

6| Bolaños, R. M. (17 de Octubre de 2020). Impacto en empleo: hubo 
126 mil bajas de afiliaciones al IGSS por el sector privado. Prensa 
Libre.	
7| Se estima que la Población Económicamente Activa -PEA- es de 7.5 
millones de trabajadores	
8| Procurador de los Derechos Humanos. (2020). Informe anual 
circunstanciado de actividades y de la situación de los derechos 
humanos. Guatemala: PDH.	
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La otra Pandemia: 
Violencias contra las mujeres  

Además del impacto en el sector productivo 
y el mercado laboral, la pandemia generó un 
repunte en los casos de violencia contra las 
mujeres, ante todo, en aquellos ejercidos en el 
ámbito privado, es decir, en los hogares. Esta 
situación no fue exclusiva para Guatemala, las 
organizaciones defensoras de los derechos de 
las mujeres señalan de manera general, que 
las condiciones restrictivas de la cuarentena 
obligaron, en muchos casos, a las víctimas 
a convivir con sus agresores más tiempo del 
que usualmente lo hacían, lo que derivó en el 
repunte de los casos a nivel regional y global.

Las cifras facilitadas por el Ministerio Público 
y la Policía Nacional Civil muestran una 
disminución de los femicidios y violaciones 
sexuales en comparación con el 2019, lo que 
se explica en parte por las restricciones de 
movilidad. No obstante, al final del año 2020, las 
cifras demuestran un aumento en la violencia 
doméstica respecto al 2019.9

9| http://observatorio.mp.gob.gt/portal-estadistico/ 	

Se debe tomar en cuenta el hecho de que, 
en Guatemala, las cifras sobre la violencia de 
género no demuestran la realidad tal cual es, 
puesto que existe un subregistro de denuncias, 
ya sea por miedo de las víctimas, la falta de 
respuesta institucional y la deslegitimación 
que caracteriza a las instituciones operadoras 
de justicia.

En lo que va del 2021, en promedio se reciben 205 denuncias diarias, en delitos de violencia contra la mujer. | Foto: La Hora, enero 2021
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Situación política

Luego de participar en tres elecciones 
consecutivas, desde tres partidos políticos 
distintos, y tras ofrecer una política de “mano 
dura” para contrarrestar la violencia y la 
inseguridad, el 14 de enero de 2020, el señor 
Alejandro Giammattei asumió la Presidencia de 
la República, luego de postularse a través del 
partido Vamos (fundado en 2017), y derrotar 
electoralmente en segunda vuelta a la candidata 
de la Unidad Nacional de la Esperanza, Sandra 
Torres.

Organizaciones sociales, políticas y populares 
concuerdan en que, con la asunción al poder 
del señor Giammattei, se comenzó un proceso 
de reconsolidación del status quo que se ha 
venido cuestionando históricamente, pero que 
cobró mayor relevancia durante el año 2015. 
Esta aseveración puede demostrarse con la 
forma en como se ha realizado la distribución 
de los poderes del Estado.

Por un lado, bajo el pretexto de salvaguardar la 
gobernabilidad y tras diversas negociaciones, 
los líderes de los principales partidos políticos 
lograron que el partido oficialista Vamos, 

con apenas el 10% de representación en el 
Congreso Nacional (16 de 160 diputados) se 
hiciera de la presidencia de la Junta Directiva 
del Poder Legislativo. Por otro, la serie de 
acciones y omisiones realizadas por el mismo 
Congreso Nacional de la República y el Minis-
terio Público, han provocado el retraso de 
más de un año en la elección de los nuevos 
magistrados ante la Corte de Apelaciones y la 
Corte Suprema de Justicia.10

Al mismo tiempo, durante el mes de julio de 
2020, el Poder Ejecutivo bajo argumentos 
de eficiencia, procedió a derogar de forma 
inconstitucional, los acuerdos que daban vida 
a la Secretaría de Asuntos Agrarios (SAA), 
la Comisión Presidencial por los Derechos 
Humanos (COPREDEH) y la Secretaría de la 
Paz (SEPAZ), instituciones creadas como parte 
del proceso transicional de democratización 
que le siguió a los acuerdos de Paz de 1996.

El Ejecutivo decidió centralizar las funciones en 
una sola entidad: la Comisión Presidencial por 
la Paz y los Derechos Humanos (COPADEH), 
poniendo en riesgo la atención a víctimas 
10| Muñoz, J. P. (10 de Agosto de 2020). Enfoque - Análisis de situación. 
El sinuoso y amañado proceso de elección de las Magistraturas de la 
Corte Suprema de Justicia (CSJ) y de Apelaciones (CA) 2019-2024.  
Guatemala: Albedrio.org. 
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del conflicto armado, conflictos agrarios y 
el seguimiento de medidas cautelares de 
la Comisión Interamericana de Derechos 
Humanos (CIDH) y las sentencias de la Corte 
Interamericana de Derechos Humanos.

Pese a que el argumento fue hacer más 
eficientes los procesos y orientar mejor los 
esfuerzos, el Ejecutivo tomó a bien la creación 
de un ente paralelo: el Centro de Gobierno, 
un espacio que recibió diversidad de críticas 
debido a las asignaciones de los puestos 
de decisión, asignados a personas sin la 
idoneidad necesaria y generando duplicidad 
en las funciones.

Este conjunto de acciones de corte 
neoliberal, que pretende la reducción del 
Estado y el gasto público en favor de la 
privatización, se hizo más evidentes cuando 
a fin de año se aprobó el presupuesto para el 
2021 que contemplaba un recorte del 50% al 
Organismo Judicial, del 17% al presupuesto 
de la Procuraduría de los Derechos Humanos 
(PDH)11 y el retiro de Q200 millones al 
Programa para atención a la Desnutrición.

Para la sociedad guatemalteca, estos hechos 
constituyeron, metafóricamente, la gota que 
derramó el vaso; puesto que fueron el motor 
que dio impulso al movimiento social, sobre 
todo a organizaciones estudiantiles, para 
realizar múltiples y diversas manifestaciones 
de protesta, que desafortunadamente y 
como es habitual, fueron respondidas con 
prácticas represivas, como la infiltración para 
incitar a la violencia, y el uso excesivo de 
fuerza por parte de la Policía Nacional Civil, 
pero que al final, obligaron al gobierno a 
retractarse respecto a las modificaciones del 
presupuesto, así como a disolver el Centro 
de Gobierno.

Este tipo de jugadas políticas realizadas 
durante el año 2020, han servido para 
afianzar el discurso del movimiento social 
que, entre otras cosas, denuncia que, con la 
nueva administración del Estado, comienza 
un nuevo proceso de reconcentración de 
11| El Procurador de los Derechos Humanos, Jordán Rodas, ha 
sido objeto de hostigamiento administrativo por parte del Congreso 
y el gobierno desde 2019 desde citaciones constantes al Congreso 
hasta negativas a autorizar la liberación de fondos ya designados a la 
institución de la PDH

poder, a la luz de la ejecución de una agenda 
antidemocrática a favor de la impunidad, con 
miras a frenar los avances en los procesos 
de la fiscalización social logrados por las 
organizaciones de sociedad civil.

En su informe anual, Índice Global de 
Los Derechos, la Confederación Sindical 
Internacional incluye a Guatemala en el 
grupo de países donde no se garantizan 
los derechos. “Los países clasificados en el 
grupo 5 son los peores países del mundo 
para trabajar. Si bien la legislación puede 
enumerar ciertos derechos, los trabajadores 
carecen efectivamente de acceso a ellos y 
están por tanto expuestos a unos regímenes 
autocráticos y a unas prácticas laborales 
injustas.” 

En su informe de 2020, explica que “En 
Guatemala, Colombia y Honduras, el clima 
dominante de represión, violencia física e 
intimidación hacia trabajadores y sindicalistas 
se vio agravado por la incapacidad de los 
Gobiernos a proporcionar una protección 
puntual y adecuada a los sindicalistas 
amenazados de muerte y a procesar los 
numerosos casos históricos de asesinatos 
y otros crímenes violentos. El sistema de 
justicia laboral ha seguido estando roto 
y únicamente unos pocos de los cientos 
de casos de asesinato se resolvieron, 
generalmente muchos años más tarde.” 
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A continuación, se presenta el resumen de los casos registrados durante el año 2020. La REDLG 
registra y documenta casos en los cuales sindicalistas y defensores de derechos laborales 
sufren violencia o represalias por su labor de defensa. Todos los casos han sido analizados 

tomando en cuenta el contexto de defensa de derechos humanos ejercida por las personas aquí 
reportadas. Como siempre, es importante indicar que hay un subregistro de casos debido a que 
muchos trabajadores todavía desconocen la REDLG y el trabajo que realiza. No se descarta que, 
durante el año, debido a la pandemia, las prioridades de las personas trabajadoras se enfocaron en 
otros asuntos con un sentido de urgencia justificable.

Casos 2020

ID  Nombre de la 
víctima 

Organización Lugar y Fecha Resumen 

1 Héctor Reyes SITRAMUSDI Zacapa 
31/ 01/ 2020

Amenaza de muerte- Héctor Reyes, dirigente 
del sindicato fue amenazado de muerte por 
mensaje de texto desde un número desconocido 
al rehusarse a renunciar a su puesto de trabajo y al 
sindicato.

2 Diana Ramírez SITRAMUSDI Zacapa
Enero 2020

Intimidación- Después de unirse al sindicato, 
personas armadas cercanas al alcalde electo se 
ubican cerca de su puesto de trabajo y la vigilan.

3 Juan Esteban SITRAMUSDI Zacapa
Febrero 2020

Difamación- Desde su actividad en el sindicato, ha 
surgido una campaña en su contra en Facebook 
en la cual publican fotos de él y sus actividades, 
así como rumores falsos sobre sus acciones 
sindicales.*

4 Sindicato de 
Trabajadores de la 
Municipalidad de San 
Diego - SITRAMUSDI

SITRAMUSDI Zacapa
Febrero 2020

Intimidación- Varios miembros del sindicato fueron 
seguidos y fotografiados mientras ponían denuncia 
en Inspección General de Trabajo en Zacapa.

5 Dorlin García Sindicato 
Autentico de 
Trabajadores de 
la Municipalidad 
de Sanarate – 
SEADETRAMSTE

21/ 02/ 2020 Intimidación: Dorlin García, junto con Anidalia 
Estrada, como representantes sindicales, 
presentaron denuncia en contra del Juez de 
Primera Instancia de Trabajo y Previsión Social 
de El Progreso, como parte de un proceso de 
fiscalización. A partir de eso, familiares y colegas 
han sido presionados a decirles a ellas que retiren 
la denuncia si no quieren sufrir represalias.

Violencia Antisindical
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ID Nombre de la 
víctima

Organización Lugar y fecha Resumen del hecho

6 Anidalia Estrada SEADETRAMSTE El Progreso
21/02/2020 

Intimidación- Dorlin García, junto con Anidalia 
Estrada, como representantes sindicales, 
presentaron denuncia en contra del Juez de 
Primera Instancia de Trabajo y Previsión Social 
de El Progreso, como parte de un proceso de 
fiscalización. A partir de eso, familiares y colegas 
han sido presionados a decirles a ellas que retiren 
la denuncia si no quieren sufrir represalias.

7 Bernabé Gualná Caal Ex trabajadores 
de la Empresa 
Chiquibul

Altaverapaz
05/04/2020

Criminalización- El representante de más de 
300 trabajadores de Industrias Chiquibul fue 
denunciado sin fundamento por la empresa, 
encarcelado y ligado a proceso para paralizar las 
negociaciones por mejoras laborales iniciadas 
desde 2016.

8 Martin Coc Chocoj Ex trabajadores 
de la Empresa 
Chiquibul S.A

Altaverapaz
Abril 2020

Criminalización- Ex trabajador de Industrias 
Chiquibul S.A, denunciado junto con 7 compañeros 
más, ligado a proceso para paralizar las 
negociaciones por mejoras laborales iniciadas 
desde 2016.

9 Oswaldo Tiul Pop Ex trabajadores 
de la Empresa 
Chiquibul S.A

Altaverapaz
Abril 2020

Criminalización- Ex trabajador de Industrias 
Chiquibul, denunciado junto con 7 compañeros 
más, ligado a proceso para paralizar las 
negociaciones por mejoras laborales iniciadas 
desde 2016.

10 Antonio Xo Cuc Ex trabajadores 
de la Empresa 
Chiquibul S.A

Altaverapaz
Abril 2020

Criminalización- Ex trabajador de Industrias 
Chiquibul, denunciado junto con 7 compañeros 
más, ligado a proceso para paralizar las 
negociaciones por mejoras laborales iniciadas 
desde 2016.

11 Rogelio Och Caal Ex trabajadores 
de la Empresa 
Chiquibul S.A

Altaverapaz
Abril 2020

Criminalización- Ex trabajador de Industrias 
Chiquibul, denunciado junto con 7 compañeros 
más, ligado a proceso para paralizar las 
negociaciones por mejoras laborales iniciadas 
desde 2016.

12 Leopoldo Xo Cuc Ex trabajadores 
de la Empresa 
Chiquibul S.A

Altaverapaz
Abril 2020

Criminalización- Ex trabajador de Industrias 
Chiquibul, denunciado junto con 7 compañeros 
más, ligado a proceso para paralizar las 
negociaciones por mejoras laborales iniciadas 
desde 2016.

13 Antonio Tiul Xo Ex trabajadores 
de la Empresa 
Chiquibul S.A

Altaverapaz
Abril 2020

Criminalización- Ex trabajador de Industrias 
Chiquibul, denunciado junto con 7 compañeros 
más, ligado a proceso para paralizar las 
negociaciones por mejoras laborales iniciadas 
desde 2016.
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ID Nombre de la 
víctima

Organización Lugar y fecha Resumen del hecho 

14 Odilia Caal Sindicato de 
Trabajadores de 
la Rama Textil- 
SITRAWIINERS

Guatemala
10/03/2020

Lesiones- Odilia Caal, secretaria general del 
sindicato, fue insultada y empujada, junto con 
Yorleny Patzán, dentro de la sede sindical por 
parte de los trabajadores José Noriega y Juan 
Antonio Hernández, por su labor de apoyo en 
la reinstalación de compañeros despedidos 
ilegalmente.

15 Yorleny Patzan SITRAWINNERS Guatemala
10/03/2020

Lesiones- Odilia Caal, secretaria general del 
sindicato, fue insultada y empujada, junto con 
Yorleny Patzán, dentro de la sede sindical por 
parte de los trabajadores José Noriega y Juan 
Antonio Hernández, por su labor de apoyo en 
la reinstalación de compañeros despedidos 
ilegalmente.

16 Cesar Mendoza Trabajadores 
Maquila ELIM

Guatemala
04/08/2020

Amenaza verbal- Ante la intención de organizar un 
sindicato, el jefe de personal buscaba identificar 
a los organizadores. Identificó a Cesar Mendoza 
como uno y lo amenazó para que dejara la 
empresa y dijera quien más se estaba organizando.

17 Odilia Caal SITRAWINNERS Guatemala 
07/10/2020

Lesiones- Odilia Caal, Secretaría General del 
sindicato, fue golpeada por miembros del Comité 
Ejecutivo del sindicato patronal SITRAWINSA y 
otros trabajadores afines al mismo. Después de 
golpearla y quitarle sus objetos de valor, fue llevada 
a la oficina de Recursos Humanos donde fue 
retenida por 3 horas hasta que la jefa de Personal 
la obligó a firmar su renuncia. Esto sucedió 4 
días después de lograr la reinstalación de 3 
compañeros despedidos ilegalmente.

18 Oscar Ramírez SITRAWINNERS Guatemala 
07/10/2020

Amenaza de muerte- Óscar Ramírez, secretario de 
Conflicto del Sindicato, fue amenazado de muerte 
y obligado a renunciar después de la agresión en 
contra de Odilia Caal.

19 Erika Ramírez SITRAWINNERS Guatemala 
07/10/2020

Lesiones- Erika Ramírez, afiliada a 
SITRAWINNERS, intervino para proteger a Odilia 
Caal mientras era golpeada. Recibió varios golpes 
y amenazas.

20 Gladys Macolás SITRAWINNERS Guatemala 
07/10/2020

Lesiones- Gladys Macolás, afiliada a 
SITRAWINNERS, intervino para proteger a Odilia 
Caal mientras era golpeada. Recibió varios golpes 
y amenazas.

21 Sindicato de 
Trabajadores de Koa 
Modas

Sindicato de 
Trabajadores de 
Koa Modas

Guatemala
Mayo 2020

Amenaza de muerte - Miembros del sindicato 
fueron rodeados por trabajadores de la maquila, 
intimidados y amenazados de muerte.

22 Anónimo 12 Anónimo Zacapa
Junio 2020

Difamación en redes sociales

23 Anónimo Anónimo Guatemala
Junio 2020 

Difamación en redes sociales

En el 2020 se registró un total de 23 casos de los cuales 9 fueron en contra de defensoras mujeres. 
En el departamento de Guatemala fue donde más se registraron casos lo cual ha sido similar en 
otros años considerando que es donde la REDLG ha tenido más presencia.

12|   Los casos presentados como anónimos son casos verificados y registrados en los cuales las y los defensores de derechos humanos prefirieron no 
hacer pública la información.	



fue capturado mientras realizaba un trámite 
personal. A partir de ese momento, se conoció 
sobre esta y las otras 6 órdenes de captura. 
Bernabé fue ligado a proceso y se le dictó 
prisión preventiva bajo el argumento que él tenía 
poder de convocatoria. La abogada querellante, 
representando a la empresa, solicitó que, de no 
quedar con prisión preventiva, debería pagar 
una caución económica de Q150,000.00 Esa 
medida fue revisada, y salió de la cárcel casi 
dos meses después con arresto domiciliario y 
después de pagar una caución económica de 
Q10,000. Para pagar dicha caución, se hizo una 
colecta a nivel comunitario. 

Los otros 6 se presentaron de forma voluntaria 
y fueron ligados a proceso, en septiembre de 
2020 con medida sustitutiva y una caución de 
Q5,000 cada uno. 

Durante 6 meses, ninguno percibió ingresos. En 
el caso de Bernabé Gualná, la familia incurrió en 
más gastos por su tiempo en prisión donde fue 

En enero 2020, la empresa exportadora 
de aceite de palma, Industrias Chiquibul 
S.A, denunció a 7 ex trabajadores por su 

supuesto involucramiento en una manifestación 
de trabajadores recientemente despedidos. 
En efecto, en diciembre 2019, la empresa no 
renovó los contratos de cientos de trabajadores 
incluyendo a los 7 denunciados quienes habían 
formado parte de las mesas de negociación 
desde hacía más de 3 años por medio de las 
cuales se había logrado aumentos salariales, 
mejores procesos de contratación y cierta 
estabilidad laboral. En enero 2020, la empresa 
declara que los trabajadores afectados por 
los despidos se manifestaron en dos lugares 
diferentes el mismo día, a la misma hora. Aducen 
que los 7 denunciados fueron los dirigentes y 
estuvieron en ambas movilizaciones. De forma 
inusualmente expedita, el Ministerio Público 
solicitó órdenes de captura y el juzgado las giró. 

El 6 de abril 2020, durante la cuarentena por la 
pandemia de COVID-19, Bernabé Gualná Caal 

CASO 1| Chiquibul S.A

Industria Chiquibul S.A 
corporación que inicia sus 
operaciones en 1975 y se 
especializa en el desarrollo 
de proyectos agroindustriales 
en Centroamérica y México.  
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maltratado y extorsionado. Por la pandemia, 
los procesos eran más lentos, su audiencia de 
primera declaración fue 9 días después de su 
captura y no estaban permitidas las visitas.

Si consideramos a las familias de cada uno de 
los criminalizados, el caso afecta a 37 personas 
de las cuales 28 son menores de edad y 26 
son menores de 12 años. Esto, sin mencionar 
el impacto que tuvo en la organización de 
los trabajadores en la lucha por mejores 
condiciones laborales. Durante los primeros 
meses de la pandemia, el Ministerio de Trabajo 
suspendió labores ordinarias, los procesos 
colectivos de las personas trabajadoras del 
sector se suspendieron y se exacerbó el 
ambiente de impunidad para estas empresas. 

El impacto de la violencia es extendido. 
No sólo en cantidad de víctimas sino en el 
tiempo. Al ver un registro por cada hecho 
de violencia, no se refleja el tiempo que dura 
el caso o que se necesita para reparar. El 
caso de criminalización se puede extender 

por años a un costo psicológico, físico y 
financiero muy alto. La sistematización de 
este tipo de casos obliga, además, a detallar 
la participación de diferentes actores a lo 
largo del proceso. Por ejemplo, determinar 
que existe criminalización va más allá de la 
denuncia malintencionada por parte de la 
empresa. También es importante analizar 
los argumentos de los fiscales del Ministerio 
Público de San Pedro Carchá, las resoluciones 
de la jueza de primera instancia penal, 
narcoactividad y delitos contra el ambiente 
de San Pedro Carchá, las publicaciones de 
los medios de comunicación, etc. en cada 
momento procesal.

Palma aceitera en Guatemala
Los cultivos de palma de aceite comenzaron en la década de 1980 en la costa sur. A finales de 
la década de 1990, se establecieron las primeras plantaciones en Petén e Izabal. Actualmente, 
hay tres zonas de siembra de palma: sur, nororiente y norte. El 59% de las plantaciones de 
palma se encuentra ubicada en Petén y Alta Verapaz.

Las grandes extensiones de cultivo rodean a las llamadas comunidades de influencia 
que proporcionan la fuerza de trabajo a las empresas. Algunas comunidades quedaron 
completamente rodeadas por las plantaciones y deben gestionar permiso para poder entrar y 
salir de la comunidad.

La práctica de registrar las fincas bajo diferentes empresas para evitar la responsabilidad 
laboral ha ido disminuyendo, pero todavía es común. Industrias Chiquibul inicia operaciones 
en 2011 y tiene plantaciones en Raxruhá y Chisec, Alta Verapaz y Sayaxché, Petén. A pesar de 
las certificaciones, Industrias Chiquibul S.A ha violado constantemente los derechos laborales 
de las y los trabajadores.  Desde no proporcionar agua a los trabajadores en las fincas, metas 
irracionales, y simulación de contrato en el caso de que existan contratos laborales.

Entre 2018 y 2019, Industrias Chiquibul S.A era la empresa de la región más denunciada ante 
la Inspección General de Trabajo. El Ministerio de Trabajo y Previsión Social identificó, en 2019, 
889 casos de trabajadores laborando al margen del cumplimiento de las leyes laborales. La 
empresa fue sancionada pero no ha pagado la multa correspondiente ni resuelve la situación 
de los trabajadores.

A finales de 2019, con la intención de romper las negociaciones con los representantes de 
los trabajadores, despidió a los 300 trabajadores organizados sin el pago completo de sus 
prestaciones.
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Inicio de operaciones de Industrias Chiquibul.

Ningún trabajador de cultivo tenía contrato.

Se contrataba cada 2 semanas o cada mes

Aunque los representantes de los 300

trabajadores siempre hicieron las solicitudes

para todas las personas trabajando

en las plantaciones, a empresa únicamente

otorgaba los logros a los 300.

l

300 trabajadores se organizaron y exigieron

una mesa de n gociación.e

Lograron contratos de 5 meses.

Durante 3 años, tuvieron varias mesas al año

para  asegurar contratación cada período.

En una mesa de negociación, se

logró que la empresa extendiera

contratos para 125

trabajadores más.
A �nales de 2018, se logró la

contratación por 1 año,

y no 5 meses.

Después del paro, en la mesa de negociación

la empresa accedió a lo siguiente:

umentar el salario al mínimo de ley Q90.00A

diarios menos Q5.00 para pagar transporte

Asumir el pago de los contratistas

.

(anteriormente se cobraba Q3.00 a cada

trabajador agrícola contratado para cubrir

los ingresos del contratista)

con la condición que los trabajadores

siguieran aportando Q3.00 al COCODE

No se logró contrato escrito

para los demás trabajadores

A �nales de 2019, la empresa se rehusó a

negociar nuevos contratos y anunció que no

contrataría a los 300 trabajadores organizados.

Las prestaciones no fueron pagadas en su

totalidad.

En marzo 2020, alrededor de 200 familias de

extrabajadores se asentaron en un terreno

parte de una �nca de palma de la empresa,

en el Santa Elena, Sayaxché, Petén.

Esto para compensar el incumplimiento de la

empresa con su salario esde 2011 y el pago

incompleto de prestaciones.

d

El 26 de febrero 2019, alrededor de

2600 trabajadores pararon sus labores

para exigir contrato escrito para el resto

de los trabajadores, y aumento salarial.

Los representantes de los trabajadores

comenzaron a recibir amenazas. Sus

superiores les amenazaban con meterlos

a la cárcel si seguían con sus demandas

laborales.

En enero 2020, 7 representantes de los

300 trabajadores fueron denunciados

por la empresa por usurpación

agravada, allanamientos, detenciones

ilegales y coacción.

En abril,

fue detenido

Bernabé Gualná Caal

.

Durante las mesas de diálogo sobre la

,tierra en Santa Elena  la empresa pedía

que desocuparan la tierra a cambio de

no seguir con la persecución penal en

contra de los 7 de Alta Verapaz.

2011

2018

2019

2020
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  Para una mejor ilustración de lo complejo de un registro, se presenta a continuación el caso, 
considerado emblemático por sus características, de violencia antisindical en la maquila Winners.

Maquila Winners S.A 
Asociada a Vestex
Casa matriz: 
SAE-A Trading Co., Corea
Otras maquilas de SAE-A: 
Texpia l, ll, lll / Winners / 
CENTEXSA / Glovia

Foto: Oliver de Ros, El Intercambio

CASO 2| Winners

Resumen del hecho 
El lunes 7 de septiembre de 2020, poco tiempo después de iniciar sus labores a las 7 de la 
mañana en el área de empaque, Odilia Caal fue atacada por un grupo de alrededor 10 personas, 
incluidas las 3 que tienen orden de restricción por medidas de seguridad. La golpearon con 
manadas y patadas por lo que intervinieron Gladys Macolás y Ericka Huertas. El grupo se 
fue agrandando, incluyendo al Comité Ejecutivo de SITRAWINSA, mientras les pegaban y les 
gritaban que debían irse de la empresa. La mayor parte de la agresión fue en el área de oficinas 
administrativas por lo que la encargada de Recursos Humanos y el gerente fueron testigos de 
todo sin intervenir. Al lograr salir, Ericka y Gladys corrieron y se dirigieron a la comisaría de la 
Policía Nacional Civil -PNC. Odilia no pudo correr, por lo que la alcanzaron y la regresaron a la 
empresa por la fuerza.

La llevaron hasta la oficina de Recursos Humanos. La encargada de recursos humanos le dijo 
que debía firmar su carta de renuncia. Odilia se rehusó por lo que el grupo que la había atacado 
la comenzó a amenazar de muerte. Le dijeron que, si llegaba la noche y ella no había firmado, iba 
a salir muerta. En la oficina se encontraban gran parte del grupo agresor, el resto estaba afuera 
de la oficina. La retuvieron 3 horas y la dejaron ir después de firmar su renuncia. 

Oscar Ramírez se resguardó afuera, cerca de la PNC por miedo a ser agredido. Fue obligado a 
ingresar bajo amenaza de muerte, para firmar su renuncia.
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Jhon Cut
SINDICALISTAS CULERAS POR
USTEDES NOS DEPIDIERON UNA POR
UNA SE VA IR MURIENDO Y VOS
MORADO HIJUEPUTA TAMBIÉN TE VA
LLEGAR TU DÍA MALDITO HUECO TE
TIENEN ENFUSTANADAS LAS VIEJAS.

Colochita Herrera
NO HAY QUE HACERLES CASO LA
ODILIA ES UNA RETRASADA MENTAL X
ESO EL MINISTERIO PUBLICOLA
MANDO A TRATARSE CON CICOLOGO
LA POBRE DE LA LUBIAY OTO SON
UMILLADOS EN SU DIS Q REUNION LA
POBRE ELENA Y LA MARIA DAN
LASTIMA XQ SON UNAS BORRACHAS Y
LOS DOS OSCAR NO LES QUEDA MAS
Q MIRARSE LA CARA DE MULAS Q
TIENEN TODOS….NOSOTRAS
QUISIERAMOS QUE LA ODILIA SE NOS
PUSIERA AL BRINCO ASI COMO LO
HACE CON OTRAS PERSONAS LOCA Y
BORRACHA Q VIVA SITRAWINSA
AUQUE LES ARDA A LAS RAMERAS
INNORANTES Q NUNCA NOS
LLEGARAN A LOS TOBILLO
JAJAJAJAJA

Sindicato de Trabajadores de
Winners S.A –SITRAWINSA

Sindicato de Trabajadores Representativos
de la Rama Textil Winners - SITRAWINNERS

Fundación: 2007

Sindicato mayoritario.

Después de ser objeto de violencia
antisindical extrema, fue cooptado y
resultó un instrumento de la empresa
para crear cortinas de humo sobre
abusos de derechos laborales
constantes. Negoció un pacto
colectivo y los bene�cios de dicho
contrato aplican únicamente a los
a�liados del sindicato.

La empresa ha privilegiado al Comité
Ejecutivo SITRAWINSA a cambio de
hostigamiento constante hacia la
directiva de SITRAWINNERS.

Fundación: 2016

Ante la negativa de SITRAWINSA
de atender quejas de los
trabajadores, sobre todo respecto
a descuentos ilegales realizados
por la empresa, se fundó el
sindicato.

La empresa ha afectado
sistemáticamente a su comité
ejecutivo con despidos
injusti�cados de sus a�liados y
ofrecimiento de sobornos.

Después de presentar las denuncias, Oscar
Ramírez y Odilia Caal recibieron durante el
mes de septiembre y octubre, numerosas
llamadas y mensajes de texto con
amenazas de muerte.

En diciembre 2020, se inició un proceso de
negociación con la empresa, mediado por
Vestex, con la intención de solventar las
renuncias coaccionadas, la situación de las
compañeras por abandono de labores, las
reinstalaciones pendientes. Éstas fueron
suspendidas después de que la empresa
accedió a todo menos a sacar a los
agresores. A Odilia le dijeron “Usted puede
regresar hoy mismo a trabajar, pero no
podemos garantizar su seguridad”.

Erika Huertas, Gladys Macolás y Yorleny
Patzán no regresaron a sus labores por
miedo.

Hechos posteriores
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Abril 2016

Se constituye el sindicato

SITRAWINNERS

Marzo 2017

Empresa despide ilegalmente

a trabajadores.

27 2017junio

Directivas SITRAWINNERS se presentan

.

frente a MINTRAB, golpean y amenazan

de muerte a directivos de SITRAWINNERS

Noviembre 2016

Empresa hace despido

masivo de trabajadores

N iembreov 2016

SITRAWINNERS y

SITRAWINSA deciden

reunirse para discutir despidos

18 2016noviembre

Directivas SITRAWINSA insultan a

motivo .

directivos SITRAWINNERS sin

claro

Fe rero 2b 017

SITRAWINNES emplaza a empresa

Junio 2017

SITRAWINNERS decide denunciar

ante MINTRAB los despidos

ilegales buscando reinstalación

Marzo 2018
SITRAWINNERS decide denunciar

ante MINTRAB los despidos
recientes y exigir reinstalación

Enero y febrero 2018

Empresa despide a algunos

a­liados de SITRAWINNERS

10 2020marzo

Miembros cooptados amenazan y

golpean a directivas de SITRAWINNERS

dentro de sede sindical.

07 2020septiembre
Lesiones y amenazas de muerte en
contra de directivos de SITRAWINNERS
y a­liadas.

2016

2017

2018

2020

SITRAWINNERS EMPRESA

Septiembre 2020
Directiva SITRAWINNERS

acompaña la reinstalación de 3
trabajadores despedidos

23 de marzo 2018

.

Directivas SITRAWINSA se presentan

nuevamente frente a MINTRAB,

insultan y golpean a Odilia Caal

Se da la cooptación de 3 miembros

.del comité ejecutivo de STIRAWINNERS

Campaña de difamación en contra de

Sitrawinners en redes sociales por

parte de grupo cooptado.

2020
SITRAWINNERS da

seguimiento a procesos
de reinstalación

El resto de comité ejecutivo de
SITRAWINNERS se rehúsan a tener
privilegios por parte de la empresa
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Mientras retenían a en administración, bajo amenaza de

muerte, la Policía NC llegó y no intervino.

Odilia Caal

Nacional Civil (P )

Odilia contaba con medidas de seguridad en contra de 2 de los agresores, otorgadas

por el Juzgado de Mixco - Organismo Judicial (OJ), en marzo 2020

El 7 de septiembre Odilia denunció los hechos en la Fiscalía de Delitos contra Sindicalistas,

Ministerio Público (MP) de donde la enviaron al Inacif para el estudio pericial de sus lesiones.

El 9 de septiembre fue a dar parte al juzgado sobre el incumplimiento de las medidas de

seguridad. El juzgado ordenó a �scalía de Mixco a dar seguimiento.

El 10 de septiembre se denunció ante la Inspección General de Trabajo por la renuncia

�rmada bajo coacción.

El 25 de septiembre, INACIF cita a Odilia para hacer

peritaje psicológico, por lo que tuvo que relatar los hechos de nuevo.

el Instituto Nacional de Ciencia Forense ( )

El 30 de septiembre, la �scalía de Mixco cita a Odilia para que de declaración testimonial de lo

sucedido el 7 de septiembre, en seguimiento a la desobediencia de la medida de seguridad

otorgada en marzo. Le indica que trasladarán el caso a Fiscalía de la Mujer

El 2 de octubre, Odilia rati�có su denuncia en la Fiscalía de Delitos contra Sindicalistas.

El 10 de octubre, la �scalía de Mixco solicita a Fiscalía de delitos contra sindicalistas, copia

certi�cada del peritaje del Inacif para completar expediente y trasladar a juzgado para declarar

el incumplimiento de la medida de seguridad.

El 10 de noviembre, Inspectores de la IGT hicieron visita a la empresa. Hablaron con el

representante legal quien indicó que la Jefa de Personal se encontraba con permiso con goce de

salario del 9 de noviembre al 6 de diciembre por lo que no se le pudo entrevistar. No entrevistó a las

denunciantes porque no se encontraban en las instalaciones. El representante legal indicó que la

renuncia se dio después de los hechos de violencia entre miembros del mismo sindicato. En acta,

la Inspectora cerró el proceso al no poder entrevistar a las partes y por ser, según el empleador, un

tema interno del sindicato.

El 15 de diciembre la Inspectora hizo entrega del acta resolutiva por el caso. El Mintrab no

hizo ninguna otra acción.

Al 31 de diciembre, la Fiscalía de Delitos contra Sindicalistas no había enviado la copia

certi�cada del peritaje del INACIF a Fiscalía de Mixco.

El papel de las autoridades

POLICÍA
NACIONAL

JUZGADO

JUZGADO

MINISTERIO
PÚBLICO

INACIF

MINTRAB

MINISTERIO
PÚBLICO

MINISTERIO
PÚBLICO

MINTRAB

MINTRAB

MINISTERIO
PÚBLICO

N Finguno de los agredidos se quiso presentar a la iscalía de Mixco para denunciar porque

en ocasiones anteriores, una de las �scales auxiliares presentó una actitud abiertamente

antisindical promoviendo que dejaran el sindicato para “evitar problemas”.

�

�

�
�

�
�

�

�

�
�

�

MINISTERIO
PÚBLICO

�



El caso en la maquila Winners tiene antece-
dentes desde 2016 y la narrativa oficial de todos 
los espectadores fue que había problemas “entre 
sindicatos” en el mejor de los casos y problemas 
“entre mujeres” en el peor. Se minimizó el papel 
de la empresa, de Recursos Humanos y de las 
diferentes estrategias antisindicales utilizadas 
a lo largo de la vida de SITRAWINNERS. El 
análisis de las agresiones por medio de redes 
sociales fue, en su momento, muy superficial y 
con un fuerte prejuicio sobre la participación de 
las mujeres en los sindicatos.

En junio de 2019, el Convenio 190 de la 
Organización Internacional del Trabajo, sobre 
la Eliminación de la Violencia y el Acoso en el 
Mundo del Trabajo, fue aprobado con apoyo 
rotundo: 439 votos a favor, 7 en contra y 30 
abstenciones. Tres de los siete votos en contra 
fueron emitidos por los representantes del 
sector empleador de Guatemala, El Salvador 
y Costa Rica. El representante del sector 
empleador de Honduras se abstuvo de votar, 
al igual que el gobierno de El Salvador. Unos 
meses después, la Federación de Cámaras 
de Comercio de Centroamérica y República 
Dominicana declaró, en conferencia de prensa, 
que su oposición unificada al Convenio 190 y 
anunció su compromiso por luchar contra la 
ratificación en la región. Esto, a pesar de los 
altos niveles de violencia y acoso en los países.

El principal argumento del CACIF para oponerse 
al Convenio es reiterar que la violencia se 
debería tratar en el ámbito penal y desconocen 
la naturaleza laboral de la violencia ocurrida en 
el trabajo. El ejemplo de Winners evidencia lo 
grave de la falta de coordinación del Ministerio 
Público con el Ministerio de Trabajo pues no se 
restituye el derecho laboral cuando está a la raíz 
de casos de violencia y las empresas quedan 
impunes al utilizar este tipo de estrategias para 
violar los derechos laborales.

Dentro del contexto generalizado de violencia 
contra las mujeres en Guatemala, la violencia 
antisindical diferenciada dirigida a mujeres 
trabajadoras ha sido invisibilizada. La violencia 
y el acoso por razón de género son tan ubicuos 
que identificar, analizar y denunciar la violencia 
antisindical es aún más difícil cuando se trata 
de mujeres sindicalistas. 
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desconocidos, enviar mensajes ofensivos, 
amenazantes u hostigadores a la víctima en 
espacios de internet que frecuenta, el uso del 
teléfono móvil y de aplicaciones de mensajería 
instantánea como instrumentos para estas 
conductas, etc.

El fenómeno no ha sido estudiado en 
Guatemala, pero comienza a hacerse evidente 
como una estrategia para violentar a los 
sindicalistas, pues pueden ser agredidos de 
manera impune, tal como lo demuestra el caso 
de SITRAWINNERS y las denuncias anónimas 
registradas. Debemos tener presente que el 
Código Penal únicamente contempla como 
delito informático la violación a la intimidad 
sexual14 por lo que el ciberacoso laboral 
es una estrategia que puede utilizarse sin 
ninguna consecuencia legal y que tiene un 
grave impacto en el estado emocional de la 
persona trabajadora.

Un tipo de violencia antisindical muy común 
pero poco registrado es la difamación y 
agresión en redes sociales. La difamación es 
una estrategia que se utiliza de forma paralela 
a otras formas de agresión y es efectiva para 
la paralización de la labor de defensa de 
derechos humanos en general y sindicalistas 
en particular. En Guatemala, se ha observado 
que es común utilizar el rumor y la difamación 
en colectivos con liderazgos fuertes con la 
intención de desarticular desde adentro. 
Aunque los hombres son víctimas de esto tanto 
como las mujeres, es importante reconocer 
cómo estas agresiones tienen diferente forma 
e impacto cuando están dirigidas por razón 
de género. En los últimos años, se han visto 
numerosas campañas de difamación en contra 
de dirigentes sindicales en redes sociales. Sin 
embargo, en el caso de las mujeres, es más 
14| Código Penal, Decreto 17-73, Artículo 190. Violación a la intimidad 
sexual.

El ciberacoso en el ambito laboral

El ciberacoso, se define 
como la acción de llevar 

a cabo “amenazas, 
hostigamiento, 

humillación u otro tipo 
de molestias realizadas 

por un adulto contra 
otro adulto por medio de 
tecnologías telemáticas 

de comunicación, es 
decir: Internet, telefonía 

móvil, correo electrónico, 
mensajería instantánea, 
videoconsolas online, 

etc.13

13| (s.f.). Guía de actuación contra el 
ciberacoso. Madrid: INTECO.

En el ámbito laboral este fenómeno asociado 
al uso de las Tecnologías de Información 
y Comunicación (TIC´s) se manifiesta con 
conductas violentas como la propagación de 
rumores falsos, la difusión de fotografías o 
vídeos , la suplantación de personalidad de 
la víctima para hacer comentarios ofensivos, 
la creación de webs y perfiles falsos en redes 
sociales en nombre de la víctima (a veces con 
demandas sexuales), acceder a su ordenador, 
dar de alta cuentas de correo de la víctima para 
convertirla en objetivo de spam o contactos 
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común que la difamación haga referencia 
a aspectos íntimos de la vida personal 
como relaciones sexuales o amorosas. En 
dos de los casos conocidos en 2020, las 
difamaciones ponían en riesgo la integridad 
física de las sindicalistas ya que divulgaban 
rumores sobre supuestas relaciones 
extramaritales. Esto tiene consecuencias 
económicas, sociales y familiares. Además, 
la difamación está tipificado como un delito 
de acción privada por lo que es muy difícil 
denunciar y judicializar ya que requiere más 
esfuerzo y recursos para dar seguimiento.

El uso de las redes sociales permite cierto 
anonimato y por lo tanto impunidad. Son 
herramientas difíciles de regular y su uso 
genera debates de moral y ética que están 
lejos de ser resueltos. Una agresión en 
redes sociales, ya sea un discurso de 
odio, difamación o una amenaza directa 
puede parecer superfluo dada la naturaleza 
momentánea de la comunicación en 
plataformas virtuales. Sin embargo, se han 
observado diferentes formas en que afectan 
y dañan a defensores de derechos laborales. 
El anonimato genera un sentimiento de 
incertidumbre e inseguridad constante al no 
identificar la fuente de la amenaza. Por otro 
lado, la característica de la amplia difusión 
de la información complica la posibilidad 
de prever las consecuencias. Se ha visto la 
incitación a la violencia, la deslegitimación 
de las luchas sociales, el uso inapropiado de 
fotos y, si el objeto de agresión es una mujer, 
el aumento del riesgo de sufrir violencia por 
razón de género.
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Como se ha mencionado en informes 
anteriores, no todas las agresiones 
en contra de personas defensoras 

de derechos laborales, por su labor de 
defensa, son denunciables. De los 24 casos 
registrados en 2020 por la REDLG, siete son 
casos de criminalización. La criminalización 
como medida represiva es de uso común en 
Guatemala y se puede asumir que hay un 
gran número de agresiones antisindicales 
que toman la forma de denuncias o procesos 
judiciales sin fundamento. 

Es importante agregar que, a pesar de lo 
indicado en el instructivo 1-2015 en donde 
indica que “la [fiscalía] tendrá competencia, 
para conocer de los hechos cometidos contra 
sindicalistas, organizaciones sindicales o 
laborales y defensores de los derechos laborales 
y sindicales”,15 se ha sabido de casos donde 
la Fiscalía no recibe las denuncias porque no 
considera el agraviado un sindicalista según la 
definición formal de un afiliado o dirigente de una 
organización sindical legalmente reconocido 
e inscrito en la Dirección General del Trabajo 
y no reconoce que muchos trabajadores y 
defensores laborales, por la misma violencia 
antisindical, no llegan a consolidar sus 
organizaciones y obtener la personería jurídica 
de las autoridades. Es de suponer que, por esta 
y otras razones, la cantidad de denuncias no 
reflejan la realidad de represalias en contra de 
personas defensoras de derechos laborales.

15| Ministerio Público. (2015). Instrucción para la investigación 
y persecución penal efectiva de los delitos cometidos en contra 
de trabajadores, sindicalistas y agremiados de organizaciones de 
trabajadores y otros defensores de derechos laborales y sindicales. 
Instructivo 01-2015. . Guatemala.

Sobre el subregistro y la 
falta de cifras oficiales

El papel del Estado

Las instituciones del Estado deben garantizar 
el libre goce de los derechos humanos 
reconocidos en la Constitución Política de 
la República. Para esto tienen obligaciones 
de no hacer y obligaciones de hacer. En 
otras palabras, el Estado debe abstenerse 
de interferir en el disfrute de los Derechos 
Humanos, como obstaculizar la libertad 
sindical desde los diferentes procedimientos 
de inscripción dentro del Ministerio de 
Trabajo; debe impedir que terceros vulneren 
los DDHH, como asegurar el cumplimiento 
de la ley laboral por parte de empresas o 
instituciones empleadoras; y debe adoptar 
medidas positivas para velar por la realización 
de los DDHH, como asegurar medidas de 
reparación para víctimas de criminalización o 
capacitar a fiscales del Ministerio Público para 
la debida atención y recepción de denuncia 
en casos de violencia antisindical. 

El Convenio 190 de Organización Interna-
cional de Trabajo, sobre la Eliminación de la 
Violencia y Acoso en el Mundo del Trabajo, 
que entró en vigor en junio 2021, detalla 
los requisitos que cada gobierno debe de 
cumplir para prevenir la violencia y acoso 
en el mundo del trabajo, como también las 
acciones que cada gobierno debe de exigir 
de los empleadores con el mismo objetivo.

La débil institucionalidad en materia laboral 
se refleja no sólo en la Inspección General de 
Trabajo sino en la incapacidad del Ministerio 
de Trabajo y de los Juzgados Laborales de 
imponerse para el debido cumplimiento de la 
ley. La Fiscalía de Delitos contra Sindicalistas 
recibió, en 2020, 373 denuncias. 
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Tipo de agresión Total 
Desobediencia (funcionarios) 195
Desobediencia (particulares) 65

Coacción 30
Amenazas 29
Abuso de autoridad 19
Discriminación 6
Intimidación pública 5
Incumplimiento de deberes 
(funcionarios)

3

Falsedad material 2
Falsedad ideológica 2
Agresión 2
Violencia contra la mujer 2
Asesinato 1

Tipo de agresión Total
Homicidio 1
Lesiones gravísimas 1
Lesiones leves 1
Calumnia 1
Difamación 1
Injuria 1
Acusación y 
denuncias falsas

1

Apropiación y retención 
indebidas

1

Detenciones ilegales 1
Obstrucción de justicia 1
Incendio 1
Incumplimiento de pago 1

Tabla 1: Tipo de agresión contra sindicalista

Ilustración: Total de denuncias 
por departamentos en 
Guatemala
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Los datos del Ministerio Público reflejan una 
disminución de denuncias en comparación 
a años anteriores. En efecto, se vio una 
disminución de reporte de casos de violencia 
en contra de defensores de derechos 
humanos en general. Sin embargo, muy 
similar a otros años, casi el 70% de las 
denuncias se presentan por desobediencia. 
Es decir, se trata de casos donde el 
empleador no respeta órdenes judiciales. La 
ley laboral está hecha para favorecer a las y 
los trabajadores, reconociendo la posición 
de desventaja que tienen frente al patrono. 
De ahí la importancia de la legislación que 
garantiza la libertad de asociación en defensa 
de los derechos de las personas trabajadoras 
y, sin embargo, no es necesario llegar a la 
denuncia por desobediencia para reconocer 
el grave problema de irrespeto a la ley. 

La violación a los derechos humanos no 
se da en el momento en que empleadores 
ignoran resoluciones judiciales, sino se 
da desde el momento que despiden con 
procedimientos fuera de la ley, al no pagar 
salarios o prestaciones como son debidos 
o al ejercer, contantemente, represalias 
en contra de quienes se organizan para 
defender sus derechos laborales; y el 
Estado es violador de DDHH desde su 
incapacidad de impedir que esto ocurra tan 
frecuentemente. La sobrecarga de denuncias 
es un resultado directo de la falta de políticas 
públicas de protección a la dignidad de las y 
los trabajadores. 

Si se agrega el hecho que la pandemia 
aumentó considerablemente la cantidad 
de denuncias laborales, el descontento y la 
impunidad, se puede prever un 2021 muy 
complicado.

La Red de Defensores de Derechos Laborales 
de Guatemala, desde su registro de casos 
de violencia antisindical ha documentado 
el aumento de casos de violencia y 
represalias antisindicales en el sector público, 
después de un año electoral. Esto sucede 
especialmente en contra de trabajadores 
municipales sindicalizados. Para el año 2020, 
se podría hacer una analogía en cuanto a 
una coyuntura que tuvo impacto directo en 

las y los trabajadores del sector privado. 
Como se mencionó anteriormente, los 
derechos laborales se convirtieron en tema 
de interés nacional en el 2020. Se defendió, 
desde medios alternativos, organizaciones 
estudiantiles y colectivos de mujeres, no 
sólo la necesidad de estabilidad laboral y 
protección social, sino la de ambientes de 
trabajo seguros.

 La necesidad de respetar la voz a las 
personas trabajadoras para plantear sus 
demandas y exigir sus derechos se hizo 
latente ante la reacción empresarial y de 
medios tradicionales de romantizar el trabajo 
informal disfrazado de emprendedurismo. En 
junio 2020, Asíes realizó la Encuesta sobre 
la situación del trabajo doméstico ante 
la crisis del covid-1916  con el objetivo de 
conocer mejor el impacto de la pandemia 
en el sector conformado mayoritariamente 
por mujeres. Para esto Asíes encuestó a 
empleadores y no a las trabajadoras.

Se hace más necesario que nunca la 
organización y la acción colectiva para la 
defensa de los derechos laborales frente a 
un Estado débil, un gobierno autoritario y 
un empresariado voraz enquistado en los 
espacios públicos.

16| Asíes. (2020). Encuesta sobre la situación del trabajo doméstico 
ante la crisis del Covid-19. Guatemala: Proyecto Promoviendo el 
trabajo decente para todos. Disponible en http://www.asies.org.gt/	
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La crisis provocada por la pandemia de covid-19 no develó nada nuevo en cuanto a las 
debilidades estructurales del modelo económico y político actual de Guatemala. Sin embargo, 
lo hizo más evidente que nunca y puso a la población de frente a esa estructura. Los trabajos 

fueron vulnerados en tan poco tiempo y a un nivel nunca visto ubicando el tema de los derechos 
laborales en el diálogo social y es importante aprovechar la coyuntura.

La violencia antisindical, registrada por la REDLG, se produce dentro de un sistema que es incapaz 
de prevenirlo, que no lo castiga y en muchos casos lo avala. Los procesos de denuncia, tanto en el 
Ministerio de Trabajo como el Ministerio Público, son tan desgastantes que, en el peor de los casos, 
las personas trabajadoras desisten de organizarse en defensa de sus derechos. Esto refuerza la 
hipótesis de que obstaculizar la libertad sindical es política de Estado.

El registro de casos no refleja la realidad de la violencia antisindical ni su impacto en la defensa de 
los derechos laborales. Por un lado, sigue habiendo un enorme subregistro y por otro, cada caso 
implica un impacto ampliado en términos de tiempo y cantidad de víctimas. 

Los casos de agresiones físicas y amenazas de muerte se producen en un contexto de 
hostigamiento constante en redes sociales, grupos de mensajes y rumores entre trabajadores. 
Registrar y documentar esas campañas de difamación o insultos presenta un reto debido al impacto 
diferenciado por razón de género y a la cantidad abrumadora de formas que puede tomar. Es 
importante analizar detenidamente cada caso para dar el debido seguimiento.

Conclusiones
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A los sindicatos:

Hacer uso de los espacios de incidencia para fortalecer la institucionalidad que protege a todas y 
todos los trabajadores.

Promover el registro y la documentación de las violaciones a los derechos humanos en general, y 
de la violencia antisindical en particular.

Fortalecer las capacidades colectivas de sindicatos y organizaciones defensoras de derechos 
humanos para la prevención y protección contra la violencia antisindical. 

Profundizar el análisis de las represalias y la violencia, con perspectiva de género, para mejorar 
los procesos de denuncia y mitigación eficaz del impacto en la organización sindical. Emprender 
acciones encaminadas a erradicar la violencia basada en género en el mundo del trabajo, incluyendo:

•	 Un proceso amplio y profundo de educación y formación sobre lo que significa la violencia 
basada en género y su impacto en las personas trabajadoras y sus organizaciones;

•	 La incorporación de cláusulas en las negociaciones colectivas que definen la violencia de 
género crea espacios seguros para denunciar conductas violatorias, regulan y sancionan 
este tipo de conductas;

•	 Sumarse a los esfuerzos de incidencia y promoción del Convenio 190 de la OIT sobre 
violencia y acoso en el mundo del trabajo.

Al Gobierno

Ratificar el Convenio 190 de la OIT, con una robusta implementación que previene y garantice 
acceso a la justicia para víctimas de la violencia y acoso en el mundo de trabajo, con enfoque 
especial en la violencia y acoso por razón de género.

Fortalecer los mecanismos internos de transparencia del Ministerio Público y del Ministerio de 
Trabajo, por casos en los que actúan de mala fe y el acceso de los usuarios a los procesos de 
denuncia y a la información sobre la investigación de sus quejas

Crear una nueva mesa de trabajo con el Ministerio Público, Ministerio de Gobernación, Ministerio de 
Trabajo y sector sindical para el abordaje de la violencia y prácticas antisindicales, condicionada a 
indicadores de cumplimiento como:

•	 Número de casos presentados por la parte laboral aceptados por la mesa de trabajo para 
el tratamiento integral.

Recomendaciones
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•	 Número de casos de violencia antisindical investigados.

•	 Número de casos de violencia antisindical esclarecidos e identificados los autores 
intelectuales y materiales. 

•	 Número de casos laborales que dieron origen a los actos de violencia antisindical resueltos 
a partir de la coordinación institucional.

Al Ministerio de Trabajo y Previsión Social:

Fortalecer su capacidad de recepción y atención de denuncias a nivel nacional, y realizar una 
evaluación interna de malas prácticas que desprotegen a trabajadoras y trabajadores.

Reformar el Protocolo único de procedimientos del sistema de inspección de trabajo para dar 
seguimiento a denuncias por violencia y acoso en el trabajo.

Desarrollar una política integral de promoción y protección de los derechos laborales fundamentales, 
particularmente los derechos a la libertad sindical y negociación colectiva y jugar un papel enérgico 
y decisivo en la mediación y conciliación de los conflictos laborales emblemáticos para lograr 
resoluciones negociadas que eviten el deterioro usual de las relaciones obrero-patronales y los 
actos de violencia antisindical. 

Al Ministerio Público:
Como la REDLG ha mencionado los últimos 5 años, es de suma importancia la socialización de 
la Instrucción 1-2015 con Fiscales de Distritos, Fiscales de Distrito Adjuntos, Fiscales de Sección, 
Fiscales de Sección Adjuntos, Fiscales Municipales, Agentes Fiscales, Auxiliares Fiscales, Oficiales 
de Fiscalía y del personal de Oficinas de Atención a la Víctima – OAV-, Oficinas de Atención 
Permanente -OAP- y a colaboradores del MP en general.

Aplicar la instrucción 1-2015 para la investigación de los casos de violencia anti-sindical y ampliar 
criterios de recepción de denuncia no descartar los casos presentados por los trabajadores y 
organizaciones antes de investigarlos. 

A los empleadores

Retraer su oposición al Convenio 190 de la OIT sobre Violencia y Acoso en el Mundo del Trabajo. 

De acuerdo con el Convenio 190 y su Recomendación 206, implementar medidas de prevención de 
la violencia y acoso en el mundo del trabajo, análisis y minimización de riesgos, y garantizar acceso 
a mecanismos de buscar justicia y reparación para víctimas y sobrevivientes de la violencia y acoso 
en el mundo del trabajo.

Eliminar el uso de las “listas negras” que eliminan las posibilidades de buscar empleo para 
trabajadores que intentan sindicalizarse o que denuncian la violencia de género en el trabajo.

Respetar los derechos a la libre asociación y a la negociación colectiva. Adoptar una postura de 
neutralidad en campañas de sindicalización en sus empresas, y cesar las campañas de intimidación, 
estigmatización, y represalias que busquen evitar la sindicalización.
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